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Colombia

Senado de la República


Proyecto de Ley No  46 Senado de 2008 “por la cual se decreta una Amnistía sobre las Juntas y Organizaciones de Acción Comunal y se dictan otras disposiciones”

EL CONGRESO DE  COLOMBIA  TENIENDO EN CUENTA

1. Que la Ley 19 de 1958 estableció políticas públicas de fomento, promoción y apoyo a la organización de las comunidades rurales y urbanas a través de Juntas de Acción Comunal, organización que en la época se convirtió en espacio fundamental de encuentro y dialogo ciudadano en la superación de la violencia liberal conservadora de los años cincuenta.

2. Que en las Juntas y Organización de Acción Comunal se reconoce a una organización de aporte fundamental al desarrollo de la infraestructura física de servicios y urbanismo en todo el territorio nacional, tanto rural como urbano.

3. Que las Juntas y Organizaciones de Acción Comunal constituyen hoy un tejido y un voluntariado social de convivencia ciudadana y de apoyo fundamental a la consolidación de la institucionalidad colombiana.

4. Que las juntas de acción comunal son organizaciones de naturaleza solidaria sin ánimo de lucro, como lo establece la Ley 743 de 2002 en sus artículos 6 y 8 a saber: 

“ARTÍCULO 6o. DEFINICIÓN DE ACCIÓN COMUNAL. Para efectos de esta ley, acción comunal, es una expresión social organizada, autónoma y solidaria de la sociedad civil, cuyo propósito es promover un desarrollo integral, sostenible y sustentable construido a partir del ejercicio de la democracia participativa en la gestión del desarrollo de la comunidad.”

 

“ARTÍCULO 8o. ORGANISMOS DE ACCIÓN COMUNAL:

 

a) Son organismos de acción comunal de primer grado las juntas de acción comunal y las juntas de vivienda comunitaria. La junta de acción comunal es una organización cívica, social y comunitaria de gestión social, sin ánimo de lucro, de naturaleza solidaria, con personería jurídica y patrimonio propio, integrada voluntariamente por los residentes de un lugar que aúnan esfuerzos y recursos para procurar un desarrollo integral, sostenible y sustentable con fundamento en el ejercicio de la democracia participativa.”

 

5. Que el parágrafo 2  de la Ley 1060 del 29 de Julio de 2006 estableció  la obligación de todas las organizaciones civiles de presentar mensualmente declaración sobre retención en la fuente sin establecer excepción alguna por lo que cobijó a las juntas y organizaciones de acción comunal. Dicha norma dice literalmente:

“Parágrafo 2°. La presentación de la declaración de que trata este artículo será obligatoria en todos los casos. Cuando en el mes no se hayan realizado operaciones sujetas a retención, la declaración se presentará en ceros”. 

6. Que en reconocimiento del error cometido contra nuestras organizaciones comunales, una norma posterior, a saber la Ley 1111 del 27 de Diciembre de 2006 en su artículo 59 excluyó de la obligación de presentar la declaración mensual de retención en la fuente a las Juntas de Acción Comunal que no hayan tenido relación contractual con el Estado, cuyo texto literal dice: 

ARTÍCULO 59. Modificase el Parágrafo 2 del artículo 606 del Estatuto Tributario, el cual queda así.

 

“Parágrafo 2. La presentación de la declaración de que trata este artículo será obligatoria en todos los casos. Cuando en el mes no se hayan realizado operaciones sujetas a retención, la declaración se presentará en ceros. Lo dispuesto en este Parágrafo no se aplicará a las Juntas de Acción Comunal, las cuales estarán obligadas a presentar la declaración solamente en el mes que realicen pagos sujetos a retención.

 

Las Juntas de Acción Comunal podrán acogerse a la terminación por mutuo acuerdo de los procesos administrativos tributarios de que trata esta Ley.

7. Que no obstante la corrección establecida en este artículo 59 de la Ley 1111 de 2006, las Juntas de Acción Comunal y Organizaciones Comunales similares, sin saberlo, quedaron endeudadas con el erario público entre la vigencia de la Ley 1060 o sea desde el 29 de Julio de 2006 hasta la fecha de vigencia de la Ley 1111 o sea el 27 de Diciembre de 2006, deuda explicada por la no presentación de la declaración mensual de retención en la fuente durante los meses de Julio a Diciembre de 2006, situación que ha generado dificultades a las organizaciones comunales ante las autoridades tributarias.

DECRETA

ARTICULO 1. Establecer  una amnistía o condonación de la deuda  a todas las  Juntas de Acción Comunal, Juntas de Vivienda Comunitaria y Organizaciones Comunales de la misma naturaleza regidas por la Ley 743 de 2002 y normas complementarias, que sin haber establecido relación contractual alguna con el Estado durante el período 29 de Julio de 2006 al 27 de Diciembre de 2006 aparezcan como deudoras por la no presentación de la retención en la fuente. 

ARTICULO 2. Por las mismas razones, establecer la misma amnistía para las demás organizaciones de acción comunal reguladas por la Ley 743 de 2002, a saber juntas de vivienda comunitaria, asociaciones locales o municipales, Federaciones y Confederación que desde la vigencia, desde la vigencia de la Ley 1060 de Julio de 2006 hasta la fecha de vigencia de la presente Ley.

ARTICULO 3. Para todos los  efectos tributarios, cuando se habla de Juntas de Acción Comunal, entiéndase como concepto genérico para todas las organizaciones de acción comunal regidas por la Ley 743 de 2002 a saber Juntas de Acción Comunal, Juntas de Vivienda Comunitaria y organizaciones de segundo, tercero y cuarto grado a saber Asociaciones municipales o locales, federaciones departamentales o de ciudades de categoría primer y especial y  Confederación Nacional.

ARTICULO 4. La presente Ley rige a partir de la fecha de su expedición y deroga todas las normas que le sean contrarias.

ALIRIO VILLAMIZAR AFANADOR

Senador de la República









EXPOSICION DE MOTIVOS

Las juntas y en general las organizaciones de acción comunal constituyen el voluntariado social más grande y sólido existente en Colombia representado en 52.000 juntas de base en veredas, barrios y conjuntos residenciales;  1.200 asociaciones municipales y locales; 35 federaciones y  una Confederación Nacional, organizaciones todas que cuentan con unos ochocientos mil dignatarios y más de cinco millones de afiliados. 

Es bien conocido para el País y en particular para el Congreso de la República el  invaluable aporte de estas organizaciones de acción comunal en la construcción  y/o tramitación de soluciones a sus comunidades, en muchos casos resolviendo las deficiencias  del Estado hacia la población o ya siendo punto de apoyo fundamental para el desarrollo de las políticas del Estado o ya en los procesos electorales para todos los candidatos y partidos. Tal vez que pocos han hecho y hacen cotidianamente en silencio y  tanto por el País como estas organizaciones de gentes humildes, buenas  y soñadoras.

Desde el punto de vista  legal, estas son organizaciones de naturaleza solidaria, así definidas por los artículos 6 y 8 de la Ley 743 o Ley Comunal, por lo que también se inscriben dentro de las organizaciones sin ánimo de lucro amparadas en los artículos 103 segundo inciso y  355 segundo inciso de la Constitución, los que prevén todo el reconocimiento y apoyo del Estado, aún en los aspectos contractuales.

No obstante todo lo anterior que demanda un tratamiento especial del Estado a las organizaciones civiles sin ánimo de lucro y en especial de acción comunal, la Ley 1060 de Julio  de 2006 les impuso la obligación de declarar mensualmente la retención en la fuente hubiesen o no desarrollados contratos con el Estado. Sin embargo, es sabido que  más del noventa y cinco por ciento de organizaciones de acción comunal de Colombia desarrollan actividades voluntarias y autogestionarias  sin relación contractual alguna con el Estado, en especial por que su especialidad no es propiamente la contratación pública sino las actividades  cotidianas con la comunidad. Por esta razón, imponer medidas inconvenientes como la obligación de declarar retención en la fuente a organizaciones solidarias sin ánimo de lucro que pocas veces o difícilmente tienen contratos con el Estado y  que  más bien se dedican a la construcción de convivencia, paz y desarrollo,  es una contradicción con la naturaleza y quehacer cotidiano de estas organizaciones de una parte y con el mismo mandato constitucional que establece, como ya se dijo, el deber del Estado de ampararlas  y fortalecerlas.  De esta circunstancia y en parte gracias a las justas reclamaciones de las organizaciones comunales, se percató el Congreso de la República por lo que luego en la Ley 1111 de 2006 exoneró de la obligación de declarar mensualmente retención en la fuente a las juntas de acción comunal que no hubiesen firmado  contratos con el Estado.  Es decir que el propio Congreso ya reconoció la inconveniencia de la norma por lo que adopto los correctivos.

Sin embargo todas las organizaciones comunales del País, sin saberlo quedaron endeudadas con el tesoro nacional por el tiempo en que estuvo vigente la obligatoriedad de la declaración de retención en la fuente a saber entre Julio  y Diciembre de 2006, período que corresponde a la diferencia de tiempo entre la Ley 1060 de Julio de 2006 que lo impuso con la Ley 1111 de Diciembre de 2006 que lo excluyo, circunstancia que ha generado dificultades a las organizaciones comunales ante la DIAN.

De otra parte la Ley 1111 no obstante su generosa y justa decisión de revocar el gravamen, habló explícitamente de juntas de acción comunal ignorando a otras formas de organización comunal de la misma naturaleza, reguladas por la Ley comunal o Ley 743 como juntas de vivienda comunitaria, asociaciones de juntas de acción comunal, federaciones de asociaciones de acción comunal y Confederación de Acción Comunal, las que continúan en condiciones aún más difíciles que las juntas propiamente dichas. 

Por todo lo anterior honorables congresistas, lo más justo y conveniente en las bodas de oro de la acción comunal que en el 2008 cumplen cincuenta años de reconocimiento institucional es declarar la amnistía  establecida en la presente Ley dando su voto afirmativo.

ALIRIO VILLAMIZAR AFANADOR 

Senador de la República
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